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TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por falta de agotamiento de los recursos ordinarios 

“(…) el Juzgado requirió al accionante para que adelante las gestiones necesarias para finiquitar la notificación del auto admisorio a la accionada; esa providencia se notificó por estado el día 25 de febrero y no hay rastro de que contra ella se hubiese interpuesto recurso alguno, como el de reposición que la misma Ley 472 le permite en su artículo 36.” 

ACCIÓN DE TUTELA/ No es un medio para elevar quejas disciplinarias/ Improsperidad cuando no se acredita la vulneración alegada

“(…) Como eso es así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación.   

(…) no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría (…) que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre (...) Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que carecen de conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril veintinueve de dos mil dieciséis
Expediente:  66001-22-13-000-2016-00461-00
Acta N° 196 de abril 29 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo regionales de Risaralda y Caldas, el Ministerio Público, el Municipio de Pereira y Control Físico del Municipio. 
ANTECEDENTES
Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide, además, que se ordene al despacho darle trámite a su acción popular y abstenerse de exigirle el pago de arancel judicial para la notificación del auto admisorio. 

Adicionalmente, reclamó que se escanee copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico; se le brinde copia física e íntegra de toda la acción y se dé trámite a la acción contra la Defensoría del Pueblo de Caldas. 
 



Dijo en su escrito que en la acción popular radicada al número 2015-339, se le está exigiendo el pago del arancel judicial para proceder a la notificación del auto admisorio, con apoyo en unos acuerdos expedidos por el Consejo Superior de la Judicatura que son inaplicables en este tipo de actuaciones de orden constitucional. 

   



Y en cuanto a la Defensoría del Pueblo de Caldas, afirmó que se niega a impetrar tutelas a su nombre. 

Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo regionales de Risaralda y Caldas; más adelante, del Municipío de Pereira y de Control Físico del Municipio.  

El Ministerio Público indicó que su función en las acciones populares está centrada en la defensa de los derechos colectivos; el Juzgado envió copias de lo más relevante de la actuación; la Defensora del Pueblo de Caldas, previo reproche del actuar del demandante que ha generado una congestión judicial, en contravía de lo prevenido por el numeral 1º del artículo 95 de la Constitución Nacional, dio cuenta de la gestión de esa entidad tendiente a prestarle asesoría, no solo en la presentación de acciones constitucionales, sino en peticiones relacionadas con la supuesta inseguridad de la cual aduce ser víctima; señaló que se le ha orientado acerca de que la interposición de esta clase de acciones debe realizarse como ultima ratio, pero manifiesta que “QUIERE CONGESTIONAR EL SISTEMA JUDICIAL DEL PAÍS”, al punto que contra esa entidad ha presentado alrededor de 345 acciones de tutela por los mismos hechos, en un claro abuso de los derechos que la Carta otorga a los ciudadanos; que eliminado el incentivo que contemplaba la Ley 472, el mecanismo para obtener un considerable provecho económico son las costas y agencias en derecho; que solicita defensores para la promoción de acciones de tutela y también para procesos ejecutivos tendientes al cobro de aquellas y, por ello, dado el evidente carácter económico pretendido y el ánimo de congestionar los despachos judiciales, es que la entidad no coadyuva la presentación de sus acciones, ni las presenta en su nombre; finalmente, estima que el accionante actúa con temeridad y mala fe. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, por la inconformidad que le causa al accionante el que se hubieran negado la reforma a la demanda. 
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Se tiene aquí, según se desprende de las copias enviadas, que en auto del pasado 23 de febrero, el Juzgado requirió al accionante para que adelante las gestiones necesarias para finiquitar la notificación del auto admisorio a la accionada; esa providencia se notificó por estado el día 25 de febrero y no hay rastro de que contra ella se hubiese interpuesto recurso alguno, como el de reposición que la misma Ley 472 le permite en su artículo 36. 
  



Adicionalmente, aunque de ese proveído no se deduce que se le esté imponiendo al accionante el pago de arancel judicial alguno, sino que realice las labores tendientes a la notificación, que es una carga mínima que debe cumplir dentro de la acción popular, y que, valga anotarlo, fue descargada en la parte demandante, según el artículo 291 del Código General del Proceso, si fuera cierto que se le exige ese pago, tampoco hay evidencia de que sobre el particular le haya formulado alguna petición a la titular del juzgado para que ella, como directora del proceso, resuelva en el ámbito de su competencia lo que sea del caso. 
   



En tal estado de cosas, contaba el accionante con otros mecanismos de defensa judicial dentro de la actuación, pero no los utilizó, olvidando con ello que la acción de tutela es, por su naturaleza misma, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso, y ellas han sido infructuosas, lo que en este caso, no ha acontecido. 
  



Con esa omisión, se rompe la regla de la subsidiariedad, señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, ya que la causal en mientes, tiene su razón de ser, además, en que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluído sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a los recursos que en su momento pudo interponer.
 
Lo dicho trae como consecuencia la improcedibilidad de la acción.




En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación. 

  



En lo que atañe a la petición contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que su pretensión es concreta, que se determine “si posiblemente viola ley 734 de 2002 al negarse a impetrar tutelas a mi nombre y se le ordene cumpla su función deber…”. Como eso es  así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación. 

  



Más aún, en el caso concreto no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría, como ya lo ha dicho esta Sala en otras ocasiones, que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre, según la respuesta que en múltiples casos ha suministrado esa dependencia. Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que carecen de conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.

  



Por tanto, se absolverá a dicha Defensoría y a las demás entidades involucradas.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local.

Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA     
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